
El poder del sistema directorial se había debilitado paulatinamente por la tensión de la guerra de la independencia, el enfrentamiento con Artigas y las dificultades económicas. Hacia 1819 el Directorio ya no podía contar, por ejemplo, con el respaldo del ejército, afectado por las divisiones internas y los escasos recursos. En varios puntos del país, las guarniciones comenzaron a apoyar a líderes locales. 

La región del Litoral rechazó la Constitución y a partir de entonces se desató un período de grave crisis política. Fuerzas dirigidas por caudillos de la zona (tropas santafesinas dirigidas por Estanislao López y entrerrianas al mando de Francisco Ramírez) avanzaron sobre Buenos Aires para enfrentar al Directorio. El 1 de febrero de 1820 las tropas bonaerenses del director Rondeau fueron derrotadas en la batalla de Cepeda. Los caudillos del Litoral habían triunfado sobre Buenos Aires y exigieron la disolución del Directorio y el Congreso, y la elección de un gobierno acordado con todas las provincias.

La desaparición del Directorio implicó el surgimiento autónomo de las provincias, con igualdad de derechos. El 11 de febrero de 1820 Rondeau renunció. El Congreso se disolvió y desaparecieron las autoridades nacionales. De allí en más, Buenos Aires sería una provincia a cargo de un gobernador.

Principales consecuencias:

· Disolución del Directorio. Renuncia del Director Supremo Rondeau.
· Disolución del Congreso

· No aplicación de la Constitución de 1819.

· Surgimiento de las autonomías provinciales. Las provincias se gobernaron a sí mismas como entidades independientes.
El surgimiento de los estados provinciales

Luego de la disolución de los poderes nacionales, las provincias buscan unirse entre sí. Los pactos se constituyen en normas fundamentales para la organización de los gobiernos locales. Las provincias firmantes de los pactos los adoptaron como ley fundamental y se obligaron a su observación. 

Los pactos y tratados suponen el reconocimiento de las provincias como individualidades independientes y autónomas. Algunos mencionan la formación de un Congreso y el dictado de una Constitución nacional; otros tienen por fin aunar la voluntad de las provincias, con la finalidad de la organización política e institucional: lograr la unión nacional, establecer una autoridad común y promulgar una Constitución. La mayoría de estos pactos tienden a resolver problemas cotidianos y establecer pautas de convivencia: límites, impuestos, comercio y navegación. También tienden a regular las relaciones económicas, lo que refleja el deseo de las provincias de ordenar y organizarse respecto al tránsito, navegación de los ríos, contrabando, administración de aduanas, etc.

Los nuevos estados autónomos, surgieron a partir de 1820 sobre la ciudad-provincia y se convirtieron en el punto de partida para la organización de un Estado nacional. Además, alrededor de sus gobernantes, los caudillos, se produjo un novedoso proceso de construcción institucional. Algunos se habían destacado en la defensa de las fronteras o la lucha por la independencia. Otros, eran importantes hacendados, convertidos en comandantes de milicias. Estos fueron capaces de obtener el respaldo de las clases populares de sus respectivas provincias. Los más destacados fueron: José Gervasio Artigas (líder de la primera década revolucionaria de la Banda Oriental y Entre Ríos), Francisco Ramírez (Entre Ríos), Estanislao López (Santa Fe), Juan Bautista Bustos (Córdoba), Facundo Quiroga (La Rioja), Manuel Dorrego y posteriormente Juan Manuel de Rosas (Buenos Aires). 
Estos caudillos fundaban su poder en las milicias que se reclutaban entre los peones de las estancias, lo que reflejaba el poder social de los hacendados.

Los caudillos no estuvieron necesariamente enfrentados con la ley, sino que fueron autoridades legítimas o convivieron con ellas. En las elecciones provinciales, la clase dirigente de cada provincia elegía a su legislatura y a su gobernador. Esos gobernadores podían delegar el poder  en un jefe de milicias. Así, aunque la base del poder de los caudillos eran las milicias, llegaron al poder a través de elecciones. Estos dirigentes políticos representaron los intereses y las necesidades de las provincias, que, hasta 1852 coexistieron, guerrearon entre sí o firmaron acuerdos, en el marco de una Confederación que no estaba constituida por lazos muy firmes.
Unitarios y federales.

La etapa abierta en 1820 estuvo marcada por las discusiones en torno a la forma  que debía asumir la organización de esa estructura mayor que englobaría las provincias. Dos grandes facciones, unitarios y federales, se enfrentaron en aquellos años en conflictos que frecuentemente terminaban en encuentros armados. Unos y otros contendían desde el inicio mismo del ciclo revolucionario por la forma que debería asumir la organización institucional del país.

Régimen centralizado o unitario: para los partidarios de este régimen era necesaria la organización del país con un sistema liberal y centralizado. Defendían las ideas del liberalismo político y económico en boga en Europa occidental. Se proponían transformar la estructura económica, social y política del país de acuerdo con estos ideales. Sostienen la necesidad de un gobierno nacional con grandes poderes políticos y económicos, que distribuyeran en forma equitativa los beneficios de la unidad política. Consideraban a las provincias como meras divisiones administrativas (no poseían autonomía) de un poder que se debía mantener centralizado: por lo tanto, sus gobernadores debían ser designados por el gobierno central. 

Los unitarios consideraban esencial el dictado de una Constitución. Cumplieron su propósito cuando se presentó la oportunidad en 1819 y 1826. El grupo unitario recibía mayores adhesiones en los sectores ilustrados de las ciudades y también entre comerciantes y hacendados de relieve.

Régimen descentralizado o federal: para los partidarios de este régimen era primordial la organización del país en varios estados menores. Las provincias permanecerían autónomas luego de la unificación, decidiendo a nivel local el nombramiento de sus gobernantes y las normas que regirían sus organizaciones institucionales. Los federales rechazaban las ideas liberales y el establecimiento de un sistema centralizado que coartara la independencia de las provincias. Tenían un espíritu conservador respecto de las estructuras económicas, sociales y políticas existentes en el país. Afirmaban que el sistema federal se adaptaba a las características nacionales, dada la extensión del territorio y sus regionalismos económicos y políticos. Entre los simpatizantes de las ideas federales se destacaban:

_ sectores de buena posición económica, habitantes del campo o la ciudad, relacionados generalmente con las actividades agropecuarias;

_ sectores de menores recursos, integrados en la ciudad por orilleros y mulatos, y por gauchos y campesinos en las regiones rurales.

Los federales, en su mayoría, no veían como una necesidad urgente la redacción de una constitución definitiva; optaron por expresar sus ideas políticas en sucesivos pactos interprovinciales.

Las ideas unitarias tuvieron mayor éxito en Buenos Aires y las federales, en las provincias. Sin embargo, no hay que identificar los términos: federal no era sinónimo de provinciano, ni unitario de porteño. Existieron partidarios del federalismo en Buenos Aires y defensores de las ideas unitarias en las provincias.
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